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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

TEMAS:
HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA Y OTROS / PRÓRROGA MEDIDA DE ASEGURAMIENTO / EN CASO SOMETIDO A LEY 600 DE 2000 / APLICACIÓN RETROACTIVA DE LA LEY 1786 DE 2016 / CONTEO DEL PLAZO MÁXIMO DE UN AÑO / INCIDENCIA DE LAS MANIOBRAS DILATORIAS DE LA DEFENSA.
Estamos en presencia de un trámite sometido a las reglas de la Ley 600/00, al cual se solicita por la delegada Fiscal Especializada dar aplicación por favorabilidad retroactiva a las reglas contenidas en la Ley 1786/16, acerca de la prórroga de la medida de aseguramiento de privación efectiva de la libertad en forma intramural.
El señor juez de la causa negó por improcedente la referida prórroga al estimar que el plazo máximo contemplado por la ley para la privación de la libertad (UN AÑO) se había superado y la solicitud de la Fiscalía era extemporánea…
Dígase desde ya, que la aplicación retroactiva de la Ley 1786/16 a los procesos tramitados bajo las reglas de la Ley 600/00 es situación ya decantada que no amerita discusión alguna.

Y lo anterior es apenas lógico, como quiera que no se entendería que una persona privada de la libertad con fundamento en el procedimiento de la Ley 906/04, tuviera más garantías en cuanto a la duración de la medida de aseguramiento de detención preventiva, que una persona procesada bajo la rito de la Ley 600/00, cuando la afectación al derecho de locomoción es exactamente el mismo en uno u otro caso…
No obstante… existe una diferencia sustancial en la materia tratándose de uno u otro procedimiento, que no es propiamente atinente al plazo razonable de privación preventiva (UN AÑO), sino respecto al obligado a decretar la libertad por ese vencimiento y su respectiva prórroga, ya que a nivel jurisprudencial se afirma que en el procedimiento mixto de la ley 600/00 el juez tiene un poder oficioso en materia de vigilancia de la medida cautelar, acorde con el rasgo inquisitivo y no abiertamente adversarial o dispositivo que posee el período de juzgamiento. 

… se debe descartar de plano… la pretensión según la cual, el punto de partida para el conteo de ese año sea la fecha en que empezó a regir la Ley 1786/16, como quiera que, como bien lo señaló el señor juez a quo, esas reglas acerca del plazo máximo razonable contenidas en la citada ley también rigen para las detenciones impuestas con anterioridad a su entrada en vigencia
… en acatamiento al precedente jurisprudencial, habrá que entender que el análisis y consiguiente deducción por parte del juez de las “maniobras dilatorias” que potencialmente pudieran adjudicársele a la defensa, deberán postergarse para el momento final en el cual debe establecer si se ha superado el término máximo fijado para la medida de aseguramiento privativa de la libertad, sin que ello interfiera lo atinente al plazo con el que cuenta el fiscal para pedir oportunamente la susodicha prórroga. (…)
De todo lo anterior se extracta:

1.- La Ley 1786/16 es aplicable por favorabilidad retroactiva a los procesos tramitados bajo la égida de la Ley 600/00.

2.- El punto de partida para el conteo del plazo máximo razonable para las medidas de aseguramiento privativas de la libertad, es el momento de la detención efectiva.

3.- Para el específico análisis de la prórroga de la medida de detención preventiva, el juez debe hacer un conteo objetivo conforme al calendario, sin lugar en ese instante de hacer una reducción de los tiempos que pudieran corresponder eventualmente a “maniobras dilatorias” atribuidas a la defensa.

4.- El término legalmente establecido para pedir la prórroga o extensión del plazo máximo razonable de privación efectiva de la libertad, no es preclusivo en los procesos regidos por la Ley 906/04, y esa prolongación en los casos establecidos expresamente en la ley son de forzosa aplicación en los procesos tramitados bajo las reglas de la Ley 600/00.
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1.- VISTOS 

Procede a pronunciarse la Sala sobre la apelación subsidiaria de la reposición interpuesta por la Fiscalía 189 de la Dirección Especializada contra las Violaciones de Derechos Humanos, y el Procurador 150 Judicial II Penal, contra la providencia interlocutoria por medio de la cual el titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de esta capital negó la prórroga de la medida de aseguramiento que pesa sobre el acusado HÉCTOR ALBEIDIS ARBOLEDA BUITRAGO, en el proceso que se le adelanta por los punibles de homicidio en persona protegida, tortura, aborto forzado, concierto para delinquir, entre otros.

2.- DEVENIR PROCESAL

2.1.- Con fecha mayo 29 de 2018, la delegada Fiscal solicitó al juez de la causa que ordenara la prórroga de la medida de aseguramiento de detención preventiva que pesaba en contra del procesado ARBOLEDA BUITRAGO, a cuyo efecto invocó la aplicación retroactiva favorable de las disposiciones que contiene la Ley 1786/16 en tal sentido.

2.2.- En providencia de junio 12 del año que avanza, el titular del Juzgado Segundo Especializado, si bien acató la propuesta de la Fiscalía en el sentido de analizar por favorabilidad la aplicación de los dispositivos contenidos de la susodicha Ley 1786, lo que concluyó fue contrario a los intereses del órgano persecutor, como quiera que sostuvo que no había lugar a esa prórroga habida consideración a que la solicitud de prórroga había sido presentada en forma extemporánea, y en su lugar decretó la sustitución de la medida precautelativa de detención preventiva por unas no privativas de la libertad, concretamente: no salir del país, presentarse periódicamente ante la autoridad judicial que lo requiera, observar buena conducta individual, familiar y social. Todo lo cual debería garantizarlo mediante caución prendaria. 

2.3.- Tanto la delegada fiscal como el agente de la Procuraduría Judicial se mostraron en desacuerdo con los argumentos expuestos por la judicatura, e interpusieron recurso de reposición y en subsidio el de apelación ante esta Corporación. Como soporte de ambos recursos ordinarios, enseñaron argumentos similares, los cuales se pueden concretar en: (i) se equivocó el señor juez cuando tomó como punto de partida para el conteo de esos términos el de la imposición de la medida de aseguramiento, cuando es sabido que la privación de la libertad del aquí procesado se surtió en fecha posterior; (ii) no tomó en consideración tampoco el hecho que la citada Ley 1786/16 entró a regir un año después, es decir, en julio 1º de 2017, con lo cual, los plazos legalmente establecidos variaban ostensiblemente; y (iii) tampoco tuvo en cuenta la necesidad de sustraer de ese término aquellos espacios procesales que constituían actividades propias de la defensa que no debían ser achacadas o endilgadas a la Fiscalía General de la Nación. Afirma, que si el funcionario de primer grado hubiera tenido en cuenta todos esos factores moduladores, el resultado judicial no hubiera podido ser la declaratoria de extemporaneidad de la solicitud de prórroga. 

2.4.- El juez de conocimiento aseguró al momento de resolver la reposición, que no se equivocó, y que el error de apreciación era de las partes inconformes. En ese sentido sostuvo que al decir de la jurisprudencia nacional, la citada ley debía cobijar las detenciones que habían sido impuestas “con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la norma”; luego entonces, era lógico que el referente para comenzar el referido conteo no podía ser la fecha de entrada en vigencia de la norma. Adicionalmente, indicó que si se toma como punto de partida la fecha en que se hizo efectiva la captura del comprometido, de todas formas el plazo que tenía la Fiscalía para pedir la prórroga era extemporáneo, como quiera que ya habían pasado algo más de dos meses después de fenecido el año efectivo de privación de libertad. Por último, estimó que no era procedente descontar los tiempos de supuestas “maniobras dilatorias” de la defensa, porque esta situación anómala no podía servir a su vez para justificar la tardanza adjudicada a la Fiscalía para presentar la solicitud de prórroga.

2.5.- La delegada Fiscal, al ser enterada de la decisión del recurso de reposición, en uso del término adicional que le confiere el procedimiento para ampliar su argumentación con miras a sustentar la apelación, añadió que el señor juez de primer nivel obvió la jurisprudencia atinente al tema materia de debate, en donde se esclareció que el plazo para pedir la prórroga de la medida privativa de la libertad no es preclusivo, y que además, en los procesos tramitados bajo el régimen de la Ley 600/00 el juez tiene un poder oficioso que lo obliga a aplicar obligatoriamente esa prórroga en los casos en que la ley así lo establece.

3.-  Para resolver, SE CONSIDERA

Estamos en presencia de un trámite sometido a las reglas de la Ley 600/00, al cual se solicita por la delegada Fiscal Especializada dar aplicación por favorabilidad retroactiva a las reglas contenidas en la Ley 1786/16, acerca de la prórroga de la medida de aseguramiento de privación efectiva de la libertad en forma intramural. El señor juez de la causa negó por improcedente la referida prórroga al estimar que el plazo máximo contemplado por la ley para la privación de la libertad (UN AÑO) se había superado y la solicitud de la Fiscalía era extemporánea, a consecuencia de lo cual el funcionario a quo dispuso de manera oficiosa sustituirla por unas no privativas de la libertad, a saber: prohibición de salir del país, observar buena conducta, y presentarse cada 15 días ante la autoridad judicial, todo lo cual deberá ser garantizado con caución prendaria equivalente a 70 s.m.l.m.v.

Tanto la delegada solicitante como la Procuraduría Judicial se mostraron inconformes con esa determinación y la apelaron. Los argumentos basilares de ambas partes se reconducen a lo siguiente: (i) el señor juez erró al tomar como punto de partida la fecha de la imposición de la medida de aseguramiento de detención preventiva (abril 28 de 2016), y no la fecha en que se hizo efectiva la captura (marzo 09 de 2017); (ii) también olvidó el funcionario a quo, que la citada ley en lo que hace referencia a la norma específica cuya aplicación favorable se solicita, empezó a regir por expresa disposición del legislador UN AÑO después de la promulgación, es decir, junio 01 de 2017, como quiera que esa promulgación se dio en julio 01 de 2016; (iii) pasó por algo el señor juez, además, el segundo inciso del párrafo primero de la citada normativa, la cual en forma expresa dice que se deben descontar para estos efectos las “maniobras dilatorias” adjudicables a la defensa, las que para este evento en particular suman aproximadamente SEIS MESES.

Con fundamento en todo lo anterior, se asegura en sendas alzadas, la Fiscalía solicitó en tiempo oportuno la mentada prórroga, como quiera que el plazo para pedirla vencía en julio 1º de 2018, y el escrito petitorio se presentó en mayo 29 de 2018.

Los referidos argumentos no fueron compartidos por el señor juez de primer grado en la providencia por medio de la cual negó la reposición, y para el efecto llamó la atención acerca de lo siguiente: (i) olvidaron los recurrentes que la jurisprudencia del órgano de cierre en materia penal fue clara al exponer en el radicado 49734, que el contenido de la Ley 1786/16: “cobija detenciones que han sido impuestas con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la norma”; siendo así, el punto de partida a tener en consideración no puede ser el de la entrada en vigencia de la referida ley, sino el de la imposición de la medida de aseguramiento al ser esta anterior a esa vigencia; (ii) de todas formas, de tenerse en cuenta la fecha de la captura (marzo 09/17), la conclusión sigue siendo la misma, es decir, que la solicitud de prórroga por parte de la Fiscalía (mayo 29/17) fue extemporánea, como quiera que al tenor de lo dispuesto en el artículo 3º de la Ley 1786/16, la misma debía ser presentada DENTRO DE LOS DOS MESES ANTERIORES A SU VENCIMIENTO, y para el caso en concreto ya ese plazo máximo de UN AÑO se había superado con creces; y, finalmente (iii) no comparte la afirmación según la cual para estos efectos se deben descontar los tiempos de las “maniobras dilatorias” adjudicables a la defensa, porque en su criterio: “constituiría, en la práctica, una operación tendiente a justificar la mora de la Fiscalía en plantear su solicitud de prórroga con una extemporaneidad que comprende más de dos meses, como quedó expuesto; evidentemente, el tiempo que hipotéticamente pudiese considerarse como producto de maniobra dilatoria imputable a la defensa, no habilitaría a la Fiscalía para que, a su turno, incurriere en una actuación extemporánea, que se tornara válida entonces, por esta vía”.
Resultado de ese panorama, lo que la Corporación entiende que debe dilucidar en el presente asunto se puede concretar en los siguientes interrogantes: (i) ¿es aplicable la normativa contenida en la Ley 1786/16, por favorabilidad retroactiva, a los procesos tramitados bajo la égida de la Ley 600/00?; (ii) ¿cuál es el punto de partida para el conteo del término de privación de la libertad: el de la imposición de la medida de aseguramiento de detención preventiva, el de la captura efectiva, o el de la entrada en vigencia de la citada ley?; (iii) ¿qué plazo tiene la Fiscalía para solicitar la prórroga de la medida privativa de la libertad, el que objetivamente resulta del calendario, esto es: UN AÑO menos DOS MESES, o sea DIEZ MESES; o ese mismo plazo pero no obtenido estrictamente del calendario sino luego de descontar los tiempos de “maniobras dilatorias” adjudicables a la defensa?; y (iv) ¿ese plazo de dos meses antes del vencimiento es obligatorio o facultativo, y si su desconocimiento da lugar a la preclusividad de su ejercicio, en el entendido que una vez fenecido ya la parte interesada, en nuestro caso la Fiscalía, no puede volver a solicitar dicha prórroga? 

El entendimiento lógico que respecto de cada uno de esos interrogantes puede ofrecer esta Corporación, desde luego de la mano tanto de la ley como de la jurisprudencia vigente en la materia, se puede concretar así:

- APLICACIÓN FAVORABLE DEL PRECEPTO

Dígase desde ya, que la aplicación retroactiva de la Ley 1786/16 a los procesos tramitados bajo las reglas de la Ley 600/00 es situación ya decantada que no amerita discusión alguna.

En efecto, el precedente del órgano de cierre en materia penal de fecha julio 24 de 2017 con radicado 49734, fue claro al sostener:

“Bajo esa óptica, el legislador goza de libertad de configuración para determinar el término máximo de duración de las medidas de aseguramiento. Al margen de las causales de libertad por vencimiento de términos, según el cumplimiento de las diversas etapas procesales (art. 317 nums. 4 al 6 de la Ley 906 de 2004 y art. 365 nums. 4 y 5 de la Ley 600 de 2000), una norma que limite la vigencia temporal de la detención preventiva, en acatamiento del mandato constitucional de prohibición de exceso, se echa de menos en la Ley 600 de 2000, así como en la redacción original de la Ley 906 de 2004. Antes bien, el art. 317 inc. 1º de esta última codificación, hasta las reformas de las Leyes 1453 y 1474 de 2011, expresamente preceptuaba que las medidas de aseguramiento tienen vigencia durante toda la actuación. 

Mas tal reglamentación abría la puerta a la indeterminación temporal de la vigencia máxima de la detención preventiva, con la consecuente vulneración de las exigencias propias del plazo razonable. 

Consciente de tal vacío normativo, mediante el art. 1º de la Ley 1760 del 6 de julio de 2015, el legislador estableció un término máximo de vigencia de la medida de aseguramiento de detención preventiva.

[…]

Es criterio consolidado de la Sala que, como concreción del principio de favorabilidad, es dable aplicar retroactivamente normas procesales de efectos sustanciales contenidas en la Ley 906 de 2004 a procesos adelantados por la Ley 600 de 2000
. Ello, condicionado a que, además de la sucesión de leyes en el tiempo y el tránsito o coexistencia de las mismas, se cumplan los siguientes criterios: i) que las figuras jurídicas enfrentadas tengan regulación en las dos legislaciones; ii) que respecto de aquellas se prediquen similares presupuestos fáctico-procesales y iii) que con la aplicación beneficiosa de alguna de ellas no se resquebraje el sistema procesal dentro del cual se le da cabida al instituto favorable.
[…]
De suerte que, por las anteriores razones, el parágrafo 1º del art. 307 de la Ley 906 de 2004, modificado por el art. 1º de la Ley 1786 de 2016, es del todo aplicable a procesos regidos por la Ley 600 de 2000. Por tratarse de un derecho fundamental de toda persona investigada o juzgada penalmente con privación de su libertad personal, los plazos establecidos en la norma rigen para ambos procedimientos. 
Ahora, si bien la referida norma menciona al juez de control de garantías como competente para sustituir la medida de aseguramiento por vencimiento del término máximo de vigencia de la detención preventiva, ello no es razón suficiente para predicar la imposibilidad de aplicación retroactiva a procesos tramitados por la Ley 600 de 2000. La competencia recaerá, según la fase procesal, en el fiscal o en el juez de la causa. 
De otro lado, la inexistencia de medidas de aseguramiento no privativas de la libertad en la Ley 600 de 2000 (art. 356 inc. 1º) tampoco es óbice para impedir la limitación de la vigencia de la detención preventiva -establecida en la Ley 906 de 2004- en dicha codificación. Al respecto, también la Corte tiene definido que, en virtud del principio de favorabilidad, es dable aplicar las medidas de aseguramiento previstas en el art. 307 lit. b) de la Ley 906 de 2004 a procesados investigados o juzgados bajo los ritos procesales de la Ley 600 de 2000 (cfr. entre otras CSJ AP 10 oct. 2012, rad. 29.726)” -negrillas al margen- 
Y lo anterior es apenas lógico, como quiera que no se entendería que una persona privada de la libertad con fundamento en el procedimiento de la Ley 906/04, tuviera más garantías en cuanto a la duración de la medida de aseguramiento de detención preventiva, que una persona procesada bajo la rito de la Ley 600/00, cuando la afectación al derecho de locomoción es exactamente el mismo en uno u otro caso. Ello en cuanto existe un debido proceso cautelar que activa una protección reforzada del derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable, y tal situación aplica indistintamente del procedimiento que se trate.

No obstante, como lo veremos más adelante, existe una diferencia sustancial en la materia tratándose de uno u otro procedimiento, que no es propiamente atinente al plazo razonable de privación preventiva (UN AÑO), sino respecto al obligado a decretar la libertad por ese vencimiento y su respectiva prórroga, ya que a nivel jurisprudencial se afirma que en el procedimiento mixto de la ley 600/00 el juez tiene un poder oficioso en materia de vigilancia de la medida cautelar, acorde con el rasgo inquisitivo y no abiertamente adversarial o dispositivo que posee el período de juzgamiento. 

- PUNTO DE PARTIDA PARA EL CONTEO DE TÉRMINOS

Se debate si el término de UN AÑO como plazo máximo razonable para la medida de aseguramiento de detención preventiva, o más específicamente, como referente para efectos de establecer el término con el que cuenta la Fiscalía para pedir su prórroga por otro año en los asuntos tramitados ante la Justicia Penal Especializada y demás eventos exceptuados en la ley, debe contarse desde la fecha de imposición de la medida, desde la efectivización de la captura, o desde la entrada en vigencia de la Ley 1786/16.

El señor juez de instancia aseguró que debía ser la fecha de imposición de la medida de aseguramiento, en tanto Procurador y delegada fiscal sostienen que debe ser la fecha en que se hizo efectiva la captura y/o la de entrada en vigencia de la citada ley.

Para la Colegiatura, indudablemente, el momento en que comienza ese conteo es el instante en que la detención impuesta se hace efectiva, como quiera que la garantía de plazo razonable está diseñada para ser aplicada precisamente a los procesos que se adelantan con persona privada de la libertad. Situación que comúnmente coincide con la fecha en que se profiere la decisión judicial de medida de aseguramiento intramural bien por parte del juez de control de garantía en los asuntos rituados por Ley 906/04, ora por su decreto de parte de la Fiscalía General de la Nación en los de Ley 600/00. Y decimos que comúnmente son situaciones concurrentes, porque puede suceder, por ejemplo, que el funcionario competente haya proferido medida de aseguramiento de detención preventiva en contra de persona ausente o en contumacia, seguida de la orden de captura, y la privación de libertad se produce en forma posterior. 

Lo que sí se debe descartar de plano, es la pretensión según la cual, el punto de partida para el conteo de ese año sea la fecha en que empezó a regir la Ley 1786/16, como quiera que, como bien lo señaló el señor juez a quo, esas reglas acerca del plazo máximo razonable contenidas en la citada ley también rigen para las detenciones impuestas con anterioridad a su entrada en vigencia; luego entonces, el punto de partida en esos casos tiene que ser igualmente anterior. Lo dicho, con mayor razón cuando de conformidad con lo indicado en el artículo 3º, la prórroga de dicho término: “podrá solicitarse ante el juez de control de garantías dentro de los 2 meses anteriores a su vencimiento, incluso desde antes de que dicho artículo entre en vigencia”.

Los diversos pronunciamientos jurisprudenciales que se han dado a raíz de esa específica polémica, así lo decantan. Obsérvese:

“[…] una interpretación subjetiva, aplicando el método histórico, confirma que el conteo del término límite se aplica desde la fecha de la detención, no a partir de la entrada en vigencia de la norma, como quiera que la Ley 1786 de 2016 fue una medida legislativa de última hora, justificada para impedir una excarcelación masiva por aplicación del art. 1° de la Ley 1760 de 2015 (cfr. pie de página Nº 13 supra), que por primera vez incluyó el límite de un año (prorrogable a dos) a la duración de la detención preventiva. Si el término se empezara a contar a partir de la fecha de promulgación de la ley, no habría tenido el legislador que prorrogar la entrada en vigencia de la norma”.
 -subrayado de la Sala-
- DESCUENTO DE MANIOBRAS DILATORIAS

Fiscalía y Ministerio Público aseguran a pie juntillas que el juez al momento de hacer ese conteo de términos no puede ceñirse a un trabajo meramente objetivo de fechas en el calendario, porque es necesario que se deduzcan las “maniobras dilatorias” que pudieren adjudicársele, y aquí existen varios factores que deben ser descontados y que suman aproximadamente seis meses. Incluso, el representante de la Procuraduría va mucho más allá al sostener que no solo se deben descontar aquellos espacios procesales que puedan corresponder a actividades malintencionadas de la parte con miras a dilatar indebidamente el trámite, sino igualmente todo aquello que haya sido promovido en este caso por la defensa así sea en forma legítima, como quiera que de no proceder así se le estaría achacando ese proceder a la Fiscalía con miras a generar una sanción procesal, lo cual no resulta equitativo procesalmente hablando. 

Como es sabido, el señor juez de la causa considera que esa reducción de términos no es atendible, porque en su criterio obrar de esa manera equivaldría a subsanar un yerro con otro yerro; es decir, que la Fiscalía estaría borrando su omisión con el proceder indebido de la parte contraria, cuando se trata de situaciones diferentes y un proceder anómalo no puede justificarse con otro proceder igualmente anómalo. 

El Tribunal no puede decir menos que, en principio, comparte la posición asumida tanto por el Ministerio Público como por la delegada Fiscal, básicamente porque el texto de la Ley 1786/16 es claro cuando ordena: ”En los casos susceptibles de prórroga, los jueces de control de garantías, para resolver sobre la solicitud de levantamiento o prórroga de las medidas de aseguramiento privativas de la libertad, deberán considerar, además de los requisitos contemplados en el artículo 308 del Código de Procedimiento Penal, el tiempo que haya transcurrido por causa de maniobras dilatorias atribuibles a la actividad procesal del interesado o su defensor, caso en el cual dicho tiempo no se contabilizará dentro del término máximo de la medida de aseguramiento privativa de la libertad contemplado en este artículo”. Es decir, que un entendimiento literal de la norma no da cabida para ninguna otra interpretación.

Ocurre sin embargo, que la Sala de Casación Penal le dio un alcance diferente a ese punto específico del debate, como quiera que llamó la atención acerca de que una cosa es el conteo del término que la Fiscalía tiene para solicitar la prórroga -dentro de los dos meses anteriores al vencimiento del año de privación de la libertad-, y otra diferente es el análisis del término máximo permitido para la extensión de la medida de aseguramiento de detención preventiva.

Textualmente así se pronunció: 

“[…] la Ley 1786 no prevé que la existencia de “maniobras dilatorias” por parte de los procesados o sus defensores afecte, es decir, extienda o amplíe, la oportunidad para que el Fiscal o el apoderado de la víctima invoquen la prórroga del término máximo de la medida de aseguramiento privativa de la libertad.

Y, lógicamente, no puede ser de otra manera porque no existe ningún nexo entre la dilación, que se dio en la actuación ante el juez de conocimiento, y la solicitud de prórroga, que se presentó ante un juez con función de control de garantías. Son trámites paralelos que no se interfieren.

El influjo de las “maniobras dilatorias” está previsto exclusivamente para excluir la demora de la contabilización del “(…) término máximo de la medida de aseguramiento privativa de la libertad (…)”, tal como lo consagra el inciso segundo del parágrafo 1° del artículo 307 del Código de Procedimiento Penal, adicionado por la Ley 1760 de 2015 y modificado por el artículo 1° de la Ley 1786 de 2016. Y, naturalmente, tal descuento sólo puede ser efectuado por el juez, luego de haber escuchado a las partes”
 –negrillas excluidas-

Nótese que en cierta medida el análisis que hace el órgano de cierre es entendible en términos prácticos, porque en verdad una tal situación daría lugar a generar la indeterminación o incertidumbre en el plazo que se posee para pedir la prórroga, e incluso resulta problemático para el propio fiscal porque no sabría bien qué términos son los que debe descontar cuando es una labor que solo le compete al juez previo debate a ese respecto. 

Sea como fuere, en acatamiento al precedente jurisprudencial, habrá que entender que el análisis y consiguiente deducción por parte del juez de las “maniobras dilatorias” que potencialmente pudieran adjudicársele a la defensa, deberán postergarse para el momento final en el cual debe establecer si se ha superado el término máximo fijado para la medida de aseguramiento privativa de la libertad, sin que ello interfiera lo atinente al plazo con el que cuenta el fiscal para pedir oportunamente la susodicha prórroga. 

- PLAZO LEGAL PARA PEDIR PRÓRROGA ES OBLIGATORIO O FACULTATIVO

Como se anunció anteriormente, si bien no cabe duda que la Ley 1786/16 es aplicable por favorabilidad retroactiva a los casos regidos por el procedimiento de la Ley 600/00, como es lo que atañe al presente asunto, tal situación no es absoluta en lo que hace con el funcionario obligado a dar aplicación a la prórroga, como quiera que, en la Ley 600, a diferencia de la Ley 906, el juez tiene un deber de aplicación oficiosa de ese precepto, y en consecuencia el obrar en esa dirección no es potestativo del Estado sino un deber funcional. En otras palabras, tanto el juez como el fiscal están en la obligación de vigilar que en los casos expresamente establecidos en la ley, como son aquellos que se adelantan ante los Jueces Penales Especializados, la ampliación a DOS AÑOS del plazo razonable de privación efectiva de la libertad se cumpla en cada situación específica. 

En ese sentido, aseguró la Alta Corporación que al tratarse de un deber insoslayable de los funcionarios judiciales, el plazo establecido en artículo 3º de la Ley 1786/16: “dentro de los dos meses anteriores a su vencimiento” para efectos de pedir la susodicha prórroga, NO ES PRECLUSIVO, y que el juez debe dar aplicación a esa prórroga incluso con posterioridad a ese vencimiento en el instante de verificar si es viable o no la sustitución de la medida por una o unas no privativas de la libertad.

En el precedente ya citado con radicado 94564, las pretensiones de la defensa se hicieron consistir precisamente en lo siguiente: (i) que al juez le estaba vedado prorrogar oficiosamente el término máximo de vigencia de la medida de aseguramiento y ii) que en todo caso la extensión del término era improcedente, en razón de haberse decretado extemporáneamente. Y lo que dejó en claro la Corte en ese pronunciamiento fue del siguiente tenor: 

“[…] Sin embargo, a la hora de aplicar en concreto la prórroga del término sí han de considerarse circunstancias de estructura procedimental que conllevan a una aplicación diferenciada de la extensión del plazo. La inexistencia del juez de control de garantías en el proceso penal regido por la Ley 600 de 2000 no es razón sólida para sostener que el término máximo de la detención no se puede prorrogar en casos adelantados bajo tal codificación. No. La lectura constitucional de la norma obliga a compatibilizar la figura con los principios rectores y las instituciones propias del proceso penal diseñado en la Ley 600 de 2000. 

Desde la perspectiva estructural, la división fundamental entre investigación y juzgamiento en el proceso mixto denota una comprensión inquisitiva en la primera fase, en donde el fiscal, por disposición constitucional y legal (arts. 250-1 original de la Constitución y 114-2 de la Ley 600 de 2000) decide autónomamente sobre la privación provisional de la libertad del sindicado. Ahora, si bien el proceso adquiere un matiz acusatorio en el juicio, cuando con la ejecutoria de la resolución de acusación el fiscal se vuelve sujeto procesal y defiende la pretensión penal ante el juez de la causa, también es verdad que, como se extracta del art. 400 de la Ley 600 de 2000, el proceso no se torna adversarial en estricto sentido, sino que el impulso de la actuación radica en el juez, bajo el principio de oficiosidad. 

[…]

Entonces, si en el régimen de la Ley 600 de 2000 la verificación de los términos específicos que podrían dar lugar a libertad por vencimiento de términos ha de operar oficiosamente, de igual manera, el funcionario judicial -tanto fiscal como juez- debe supervisar ex oficio el cumplimiento del plazo máximo razonable -genérico- previsto por el legislador, para procesar penalmente con privación provisional de la libertad. 

Naturalmente, si el proceso se encuentra en la fase de investigación, el competente para pronunciarse al respecto será el fiscal (arts. 114-2 y 363 de la Ley 600 de 2000). Si con la ejecutoria de la acusación adquiere competencia el juez de la causa (art. 400 ídem), éste será el encargado de vigilar la observancia de los plurimencionados plazos legales. Por consiguiente, contrario a lo alegado por el actor, ambos funcionarios, más que estar facultados para decretar la prórroga, están obligados a hacerlo si la actuación se encuentra bajo su ámbito de competencia y pretenden proseguir la investigación o el juzgamiento, respectivamente, con privación provisional de la libertad. 

[…]

Bien se ve, entonces, que la figura de la prórroga y su condicionamiento a solicitud de parte encuentran justificación en la naturaleza adversarial del proceso penal diseñado en la Ley 906 de 2004, sin que pueda entenderse, como más adelante se expondrá (cfr. num. 2.5.2 infra), que la falta de su declaratoria, dentro del término previsto en el art. 3º de la Ley 1786 de 2016, tiene un efecto preclusivo que impide aplicar el término ampliado de dos años de vigencia de la detención preventiva. 

Ahora bien, tal dinámica no es exigible en procesos gobernados por la Ley 600 de 2000, como quiera que, rigiendo el principio de oficiosidad, en la fase de investigación el fiscal es competente para decidir con autonomía sobre la privación cautelar de la libertad personal, mientras que, en etapa de juicio, al adquirir aquél la condición de sujeto procesal, es el juez el encargado de velar porque se cumpla con las finalidades constitucionales y legales asignadas a las medidas de aseguramiento. 

En esa dirección, la prórroga del término máximo de vigencia de la detención preventiva adquiere un cariz diverso: dada la posibilidad de su extensión oficiosa, prácticamente opera de pleno derecho y habrá de ser considerado por el funcionario respectivo -fiscal o juez de la causa- al momento de decidir sobre la sustitución de la medida” -negrillas y subrayado de la Sala-
- CONCLUSIONES

De todo lo anterior se extracta:

1.- La Ley 1786/16 es aplicable por favorabilidad retroactiva a los procesos tramitados bajo la égida de la Ley 600/00.
2.- El punto de partida para el conteo del plazo máximo razonable para las medidas de aseguramiento privativas de la libertad, es el momento de la detención efectiva.

3.- Para el específico análisis de la prórroga de la medida de detención preventiva, el juez debe hacer un conteo objetivo conforme al calendario, sin lugar en ese instante de hacer una reducción de los tiempos que pudieran corresponder eventualmente a “maniobras dilatorias” atribuidas a la defensa.

4.- El término legalmente establecido para pedir la prórroga o extensión del plazo máximo razonable de privación efectiva de la libertad, no es preclusivo en los procesos regidos por la Ley 906/04, y esa prolongación en los casos establecidos expresamente en la ley son de forzosa aplicación en los procesos tramitados bajo las reglas de la Ley 600/00.

- EL CASO CONCRETO

Traídas esas conclusiones para ser aplicadas al caso en ciernes, llevan a la Sala a sostener que si bien se había superado el plazo inicial de UN AÑO de privación efectiva de la libertad (la captura se dio en marzo 09 de 2017 y por tanto el año fenecía en marzo 09 de 2018), y la solicitud de prórroga por parte de la Fiscalía se dio en forma extemporánea (mayo 29 de 2018), el hecho de tratarse de un proceso que adelanta la Justicia Penal Especializada bajo el rito de la Ley 600/00, imponía por parte del juez el deber de analizar, antes de dar vía libre a la sustitución por una o unas medidas no privativas de la libertad, la procedencia de esa prórroga hasta por un año más (DOS AÑOS) EN FORMA OFICIOSA y DE PLENO DERECHO, lo cual aquí no ocurrió.

Así las cosas, al ser evidente que por las características del presente asunto (tratarse de un proceso que se adelanta ante la Justicia Especializada y los punibles ser conductas de lesa humanidad) se torna forzosa la aplicación de la susodicha prórroga o extensión de la medida privativa de la libertad por un año más, así se decretará por el Tribunal, a cuyo efecto lo que corresponde es revocar la providencia objeto de apelación como quiera que el funcionario de primer grado obvio ese deber funcional.

5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, REVOCA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de esta ciudad objeto de alzada, y en su lugar se accede a la prórroga de la medida de aseguramiento privativa de la libertad por un año más que fue solicitada por la señora Fiscal, y respaldada por el Procurador Judicial al tenor de lo dispuesto en el artículo 1º de la Ley 1786/16. Ofíciese por secretaría en tal sentido al despacho de origen.

NÓTIFÍQUESE Y CUMPLASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

                              MANUEL YARZAGARAY BANDERA

-con aclaración de voto-

El Secretario de la Sala,

                                      WILSON FREDY LÓPEZ
� Se tiene conocimiento que la referida caución prendaria se pretendió suplir por el apoderado de confianza del justiciable con una póliza judicial que resultó pertenecer a un proceso judicial diferente, a consecuencia de lo cual el funcionario de primer grado dispuso la compulsa de copias a la Fiscalía General para que se investigue la posible comisión de  una conducta punible.


� CSJ AP 4 may. 2005, rad. 23.567.


� C.S.J., AP4711-2017, jul. 24 de 2017, rad. 49734; reiterada en STP 16906-2017, oct. 18 de 2017, rad. 94564. 


� C.S.J. STP 19088-2017, nov. 16 de 2017, rad. 94955. 
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